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LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA DEBIÓ SER CONFIRMADA – EL AGOTAMIENTO DE LA VÍA GUBERNATIVA NO ES REQUISITO PERO SE INCUMPLIÓ CON LA SUBSIDIARIEDAD E INMEDIATEZ – PONENCIA DERROTADA. 

SALVAMENTO DE VOTO
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Acción de tutela
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Luz Mary Alzate Toro 
Demandadas:
UGPP
Magistrado:

Jaime Alberto Saraza Naranjo
Respetuosamente me aparto de la decisión mayoritaria, porque estimo que en este caso la sentencia de primera instancia ha debido ser confirmada. Para sustentar lo dicho, dejo plasmados los argumentos que traía la ponencia inicial que fue derrotada: 

En el caso que se analiza, para la Sala, la decisión del Juzgado debe prohijarse, pero sin dejar de lado que, a propósito de la subsidiariedad que se trajo a cuento en el fallo, carece de respaldo normativo; por el contrario, vasta ha sido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, con apego a lo que el mismo Decreto 2591 de 1991, prevé sobre el particular, en su artículo 9º, acerca de que el agotamiento de la vía gubernativa no es un requisito de procedibilidad para acudir a un amparo de este linaje, tal cual se recordó en la reciente sentencia SU 442 de 2016. Por consiguiente, tal argumento es inconducente para sustentar la resolución que se revisa.

A pesar de ello, se incumplen ambos requisitos, el de inmediatez y el de subsidiariedad.

El primero, porque está probado (f. 72 v., 2 v. y 92, c. 1) que desde el año 2014, con la expedición de la Resolución RDP029459, tuvo génesis la disminución del valor de la mesada pensional de la accionante; desde entonces, han pasados cerca de tres años, sin que pusiera en entredicho esa decisión; solo ahora siente afectados su mínimo vital y el debido proceso y recurre a esta acción expedita, pero no acredita una fuerza mayor o un caso fortuito, o una circunstancia especial que le impidiera promover la acción de tutela en un término razonable; tampoco demuestra que sus condiciones de vida se hubieran afectado ostensiblemente y esa situación se haya mantenido en el tiempo, al contrario, convino durante todo este tiempo con la reducción que quiere remediar por una senda excepcional; tampoco se conoce que se halle en una circunstancia de debilidad manifiesta que implique desconocer el requisito que se analiza, para acudir al juez constitucional. 

Y el segundo, porque cualquier discusión que se pueda suscitar sobre las decisiones de la entidad demandada respecto de su pensión, puede ser ventilada ante la justicia ordinaria laboral, que es el medio idóneo con el que cuenta para tal efecto, entre otras razones, porque aquí no se interpuso la acción como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, ni este ha sido demostrado. 

No sobra decir que la providencia que se trae a colación en el escrito de impugnación, esto es, la T-477 de 2011, difiere en gran medida con el presente caso, en primer lugar, por cuanto allí se trató de una suspensión de una mesada pensional, evento que no ocurre en el escenario que nos ocupa; y, en segundo término, porque no se evidenció allí el incumplimiento del requisito de inmediatez. 
Así dejo plasmado mi salvamento. 

Pereira, junio veintisiete de 2017
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

